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Un año más son muchas las familias, afectadas por estos conflictos, que solicitan la mediación de la 
Defensoría para conseguir un cambio de centro educativo para sus hijos víctimas del maltrato de sus 
compañeros de aula o de colegio. Esta decisión, aunque drástica, se perfila para los afectados como la 
única alternativa posible para poner término a una situación que tanto daño está ocasionando en el menor 
y en la dinámica familiar. 

Al respecto, hemos venido manifestando nuestra preocupación por las consecuencias de este cambio, ya 
que el mismo supone una nueva victimización para un niño que, tras haber sido agredido y haber sufrido, 
como colofón se ve obligado a adaptarse a un nuevo colegio y dejar atrás a sus compañeros, amigos y al 
profesorado (queja 16/2955, queja 16/6187, queja 16/5111 y queja 16/5491, entre otras).

La ausencia de medidas o herramientas para trabajar en la recuperación de las víctimas, una vez que el 
acoso ha sido acreditado, determina que las familias pierdan la confianza depositada en el centro educativo, 
y demanden la aprobación de un cambio de centro, petición que no siempre es aceptada, o al menos con 
la celeridad y diligencia que se reclama. Recordemos que la propia normativa sobre escolarización (Decreto 
140/2011, de 26 de abril) prevé la escolarización inmediata del alumnado que se vea afectado por cambio 
de centro derivado de acoso escolar, y la necesidad de prestar una especial atención al alumno afectado. 

Es evidente que los casos de violencia o acoso generan la atención de los medios de comunicación, y su papel 
como instrumentos para la información y sensibilización de este problema es crucial. Pero precisamente 
por ello, entendemos que dichos medios deben abordar con especial cautela su intervención en unos 
fenómenos de violencia donde los menores son actores y víctimas y resultan ser merecedores de un 
exquisito respeto a sus derechos al honor, imagen e intimidad. Unos derechos que deben estar amparados 
desde la actuación profesional de los medios, aun cuando sus propios parientes provoquen y agiten una 
exposición mediática invasiva para las garantías de los menores.

Debemos huir de posiciones alarmistas que, además de generar una visión distorsionada de la realidad, 
pueden crear una alarma social innecesaria (queja 16/2256 y queja 16/6282). 

1.4.2.5 Servicios educativos complementarios
Decíamos en el Informe Anual de 2015, que se había consolidado la tendencia al aumento del número 
de quejas sobre el servicio complementario de comedor escolar, motivado ello por un desmesurado 
incremento de la demanda de plazas como consecuencia del lamentable aumento de familias afectadas 
por la crisis económica y, de igual manera, por el mismo lamentable hecho constatable de que muchas de 
ellas cuentan con el informe social correspondiente que acredita que se encuentran en riesgo de exclusión, 
lo que les garantiza una plaza en dicho servicio complementario.

Esta medida, que no solo no admite crítica alguna sino que debe ser objeto de todas las alabanzas, no 
obstante provoca que, limitadas las plazas, sean escasas las que pueden ser adjudicadas a otras familias que, 
siéndoles igualmente necesarios este servicio -sobre todo para poder conseguir la necesaria conciliación 
familiar y laboral-, no pueden acceder a él, de modo que se hace realmente complicado atender a los hijos 
e hijas en el horario de comedor, coincidente con el del horario laboral.

Pero si complicado resulta para lo que pudiéramos llamar una familia tradicional -progenitores que conviven 
con la prole en el mismo domicilio-, y en la que ambos trabajan, más complicado aún resulta para otras a 
las que, por determinadas circunstancias particulares, se les hace casi imposible el atender a sus hijos e 
hijas cuando estos no pueden comer en el colegio.

Y es que en la regulación actual de los servicios educativos complementarios de aula matinal y comedor 
escolar, tan solo se consideran baremables determinadas circunstancias de carácter general, sin tener en 
consideración circunstancias individuales o particulares.

Aunque se ha de entender que la diversidad de circunstancias de cada una de las familias puede ser ilimitada 
y que resulta imposible que la norma pueda contemplar todas y cada una de las particularidades, también 
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es cierto que aquella ha de ser un reflejo de la realidad social a la que tiene que ser aplicada y que, en la 
mayor medida que sea posible, ha de acomodarse y servir a la finalidad que se pretende, que en este caso 
es facilitar la vida y familiar y laboral.

También se ha puesto de manifiesto que determinadas circunstancias antes no contempladas en la 
normativa, sí lo debieran ser ahora, por lo que sí estimamos que podría ser necesaria una revisión de la 
norma vigente en algunos de los sentidos que expondremos, y ello, como decimos, para adaptarla a las 
situaciones reales de las familias.

Así, por ejemplo, en la queja 16/3785 y en la queja 16/4223, se nos exponía que, aunque uno de los 
progenitores no trabajaba, en ambos casos ello era debido a una incapacidad reconocida por la Administración 
competente -uno de ellos con ceguera absoluta, y la otra con movilidad reducida-, incapacidad que, 
igualmente, en estos dos casos, no permitía que ninguno de ellos pudiera ocuparse de sus hijos ni para 
recogerlos, ni para darles de comer. Consideraban, y lo compartimos, que estas circunstancias deberían 
asimilarse a la de que ambos progenitores trabajan, por cuando a efectos prácticos es como si así fuera. 
Entendemos que, no cualquier tipo de discapacidad puede dar lugar a esta asimilación, pero sí cuando los 
efectos incapacitantes den lugar a la consideración de gran dependiente, o cuando impidan asistir a otras 
personas no autónomas e igualmente dependientes.

Otra situación digna de análisis, era la que se exponía en la queja 16/3486, en la que su promotora nos 
exponía las difíciles circunstancias por las que venía atravesando desde que se viera obligada a separarse 
de su esposo por el continuo maltrato psicológico al que venía siendo sometida, siendo prueba de ello 
los procedimientos seguidos en un Juzgado de Violencia sobre la Mujer y en un Juzgado de Instrucción.

Como era previsible, desde que presentara las correspondientes denuncias, el todavía marido de la 
interesada se había negado a colaborar en cualquier cuestión relacionada con ella y con sus hijos, siendo 
estos atendidos por el Equipo de Tratamiento Familiar del Ayuntamiento de su localidad.

Además de no hacerse cargo de ningún gasto relacionados con el cuidado y educación de ambos menores, 
se había negado sistemáticamente a facilitar cualquier documentación que le había sido requerida y, en 
concreto, el certificado de empresa en el que constara su situación laboral a efectos de aportarla junto con 
la solicitud de plaza de aula matinal y comedor escolar presentada para su hija, alumna de 3º de Educación 
Primaria.

Decía la interesada, y no sin razón, que a pesar de su insistencia en solicitarle por todos los medios que le 
había sido posible dicha documentación, se había negado en rotundo a facilitársela, por lo que considerando 
que, no dependiendo de su voluntad la entrega al centro docente de dicho certificado de empresa, y en 
atención al interés superior de su hija, conociendo además el centro su situación y teniendo conocimiento 
también de ésta los Servicios Sociales del Ayuntamiento, se le debía eximir de su entrega y, por lo tanto, 
admitir a la alumna en los servicios complementarios de aula matinal y comedor que había solicitado. 

En nuestra consideración, ciertamente, a la interesada se le estaba exigiendo una obligación de hacer que 
legal, física y materialmente le era imposible cumplir, por lo que en ningún caso la falta de entrega de la 
documentación que se le exigía le podía ser imputada y, menos aún, las consecuencias negativas de todo 
ello que, en definitiva, a quién verdaderamente perjudicaban era a su hija menor.

Por su parte, también considerábamos el derecho de la interesada a no aportar datos o documentos en 
poder de cualquier Administración Pública local, autonómica o estatal, recayendo sobre la Administración 
actuante el deber de recabar de sí misma o de otras Administraciones la información necesaria para el 
trámite del que se tratara.

En este caso, la Administración educativa podía obtener certificado de la vida laboral del marido requiriéndolo 
al Instituto Nacional de la Seguridad Social, o el contrato de trabajo presentado en el Servicio de Empleo 
Publico Estatal, de manera que quedara constancias de su situación laboral y de que ambos progenitores 
estaban trabajando, aunque quedara del todo claro que tan solo ella era la que se ocupaba y se iba a 
ocupar de sus hijos.
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También cuestión varias veces planteada, y en parte parecida a la anteriormente tratada aunque con sus 
particularidades, es la que se trató en la queja 16/4069, en la queja 16/4175 y queja 16/3782. En esta última, 
compendio de las dos anteriores, la compareciente expresaba la injusticia de la normativa reguladora 
de los servicios complementarios de aula matinal y comedor escolar en cuanto a que, como antes se ha 
dicho, se pide que ambos progenitores -convivan o no con el alumno- presenten la documentación sobre 
su situación laboral, de forma que si el progenitor que no convive, ni tiene la guarda y custodia, no está 
trabajando, esto resulta ser un un obstáculo para acceder a dichos servicios. 

Da igual el contenido del convenio regulador o el régimen de visitas -decía la interesada-. En efecto, la 
Administración educativa presume que el progenitor no custodio y en paro, puede hacerse cargo de ellos 
mientras que el custodio está trabajando, sin tener en cuenta que a esto se pueda sumar las circunstancias 
puesta de manifiesto en la queja 16/4124, en la que el progenitor en paro y no custodio vivía en otra 
localidad distinta a la de su hijo.

Cómo podemos comprobar, son diversas las situaciones, y complejas, pero es evidente que todas ellas 
son merecedoras de consideración y de protección, por lo que entendemos que deberían ser analizadas 
y posibilitar soluciones que tengan el reflejo normativo con el que hoy no cuentan.

En cuanto a otro servicio complementario en el que siguen generándose conflictos que entendemos que 
en muchos de los casos podrían tener solución, es el de transporte escolar cuando este tiene que ser 
utilizado por alumnado que ha de desplazarse de una localidad a otra para poder estudiar el nivel educativo 
que le corresponde.

Consideramos de interés hacer constar la cuestión expuesta en la queja 15/4563, cuya Resolución no fue 
aceptada por parte de la Administración competente.

De forma muy resumida, la situación era la de que dos alumnas de una pedanía de una localidad de Jaén, 
se encontraban matriculadas en un centro docente adscrito, aunque a pesar de ello se les había denegado 
el uso del transporte escolar que estaba programado desde su localidad hasta Linares. Se daban las 
circunstancias, además, de que en dicho transporte existían plazas de sobra, y que la parada de llegada 
estaba programada en la misma calle en la que se encontraba su Instituto, no entendiendo, por lo tanto, 
que no pudieran utilizarlo, por cuanto cumplían los requisitos de vivir en otra localidad y estar matriculadas 
en un centro adscrito.

Según nos informó la Delegación Territorial competente, si bien confirmaban ambas circunstancias, 
argumentaba que, las alumnas provenían de un centro docente adscrito a dos institutos y que el único 
que se había autorizado como centro receptor de transporte escolar era, justamente, el que no habían 
elegido para matricularse.

Ello nos llevó a manifestar al organismo territorial que a nuestro entender, no existía ningún impedimento 
para que el Instituto en el que se encontraban matriculadas las afectadas fuera también autorizado como 
receptor de un servicio de transporte escolar que ya estaba programado, y que, insistíamos, no sólo no 
supondría coste añadido alguno, o cambio de ruta o paradas, sino que rentabilizaría aún más un gasto 
que ya estaba autorizado. 

Pero es que abundando en el asunto, insistimos también en que, aún en el caso de que el instituto de las 
alumnas no hubiera sido centro adscrito, nos pronunciaríamos en el sentido de que, dadas las circunstancias, 
se les autorizara a utilizar el transporte escolar.

Por ello formulamos Recomendación en el sentido de que por parte de la Delegación Territorial de Jaén se 
llevaran a cabo las actuaciones necesarias para autorizar al centro docente en el que estaban matriculadas 
ambas niñas como centro docente receptor de transporte escolar a partir del presente curso 2016-2017, 
recibiendo posteriormente como respuesta la no aceptación de nuestra Resolución.
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